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                                                 Acción de tutela primera instancia


                                    Acte.: HUMBERTO EMILIO


                              ZAPATA MARULANDA


                              Rad.: 209-00106.






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                     


               SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Octubre trece del año dos mil nueve.  





Acta No. 534 de octubre 13 del año 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00106-00





Se resuelve la Acción de tutela promovida por HUMBERTO EMILIO ZAPATA MARULANDA, actuando a nombre propio, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. 





I. ANTECEDENTES:





Pretende el actor se le tutele el derecho fundamental de petición que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada, ya que a la fecha no le ha dado respuesta a la solicitud presentada el día veinticinco de agosto del dos mil nueve, en la que pedía se le reconociera una bonificación en cuantía de diez millones de pesos ($10.000.000.00), por haber prestado el servicio militar en el batallón de Puente Aranda, desde el año 1968 hasta 1970. Anexa copia del memorial, el cual fue enviado por correo (ver folios 3 a 5 del cuaderno principal).  

Pide que se le ordene al accionado y/o a su representan legal, que le resuelva en el término de cuarenta y ocho (48) horas, la petición presentada el día 25 de agosto del 2009. 
La tutela ha sido tramitada con sujeción a las disposiciones legales pertinentes. El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, por fuera del término otorgado, allegó sendos escritos. 
Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que el actor considera vulnerado es el de petición, amparado por el artículo 23 de la Constitución Nacional.

En primer término, hay que advertir que en esta instancia el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL allegó dos escritos; en uno de ellos le da respuesta a la solicitud presentada por el accionante, en el que le informan que la entidad no conoce norma alguna que reconozca la bonificación por él pedida, razón por la cual no es procedente acceder favorablemente a sus pretensiones. Esta comunicación le fue debidamente notificada al interesado por correo certificado en la dirección señalada en el derecho de petición, según planilla adjunta (ver folios 18 a 25).

Estamos, entonces, frente a un hecho superado porque precisamente la respuesta a su derecho de petición era lo que el tutelante estaba buscando con la tutela.

Esta especial circunstancia, conocida doctrinariamente como “carencia actual de objeto”, torna inane un pronunciamiento de fondo de parte del juez constitucional pues como reiteradamente se ha dicho:

“Cuando la causa que genera la violación o amenaza del derecho ya ha cesado, o, se ha tomado las medidas pertinentes para su protección, la tutela, pierde su razón de ser.  Ello significa que la decisión del juez resultaría inocua frente a la efectividad de los derechos presuntamente conculcados por cuanto ha existido un restablecimiento de los mismos durante el desarrollo de la tutela.”

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) Por carencia actual de objeto SE NIEGA la acción de tutela promovida por HUMBERTO EMILIO ZAPATA MARULANDA, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.

2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López 
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Expediente 66001-22-13-001-2009-00106-00





Se resuelve la Acción de tutela promovida por HUMBERTO EMILIO ZAPATA MARULANDA, actuando a nombre propio, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. 





I. ANTECEDENTES:





Pretende el actor se le tutele el derecho fundamental de petición que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada, ya que a la fecha no le ha dado respuesta a la solicitud presentada el día veinticinco de agosto del dos mil nueve, en la que pedía se le reconociera una bonificación en cuantía de diez millones de pesos ($10.000.000.00), por haber prestado el servicio militar en el batallón de Puente Aranda, desde el año 1968 hasta 1970. Anexa copia del memorial, el cual fue enviado por correo (ver folios 3 a 5 del cuaderno principal).  

Pide que se le ordene al accionado y/o a su representan legal, que le resuelva en el término de cuarenta y ocho (48) horas, la petición presentada el día 25 de agosto del 2009. 

La tutela ha sido tramitada con sujeción a las disposiciones legales pertinentes. El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL guardó silencio. 
Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que el actor considera vulnerado es el de petición, amparado por el artículo 23 de la Constitución Nacional.

Cuando en ejercicio de tal derecho, bien sea que se haga en interés general o particular,  un ciudadano eleva solicitud a la autoridad pública, ésta no sólo está obligada a recibirla sino a resolverla utilizando los mecanismos legales que se hayan dispuesto. De conformidad con el artículo 35 del C.C.A., la decisión debe ser motivada.

La determinación que toma el funcionario es un acto administrativo contra el cual pueden interponerse los recursos ordinarios, si la ley así lo admite e instaurarse las acciones contencioso administrativas.

A tono con el artículo 31 del C. C. A., es deber primordial de todas las autoridades hacer efectivo el ejercicio del derecho que consagra el artículo 23 de la Constitución Nacional, mediante la rápida y oportuna resolución de las peticiones  que les formulen y que tengan relación directa en las actividades a su cargo.

La aquí querellada es una persona jurídica del orden Nacional, de naturaleza pública, que hace parte de la Rama Ejecutiva, por lo cual es destinataria, pasivamente, de la acción de tutela.

Las normas del Código Contencioso Administrativo que reglamentan el derecho de petición en interés general se aplican al derecho de petición en interés particular, a tono con el inciso 2º. del artículo 9º. de aquélla normatividad. 

Pues bien, de acuerdo con el canon 6 ejusdem, las peticiones se deben resolver y contestar dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando ello no sea posible en dicho término, la entidad debe informarlo al interesado, expresando los motivos de la demora e indicando la fecha en que se resolverá y dará respuesta. 

Aunque en esta caso específico no hay constancia de recibido por parte del demandado del escrito respectivo, para efectos de empezar a contar el término que consagra la norma, el mismo correrá a partir del día hábil siguiente a la fecha de su envío por correo -25 de agosto del 2009-, conforme a la prueba allegada al expediente y a la manifestación que hizo el tutelante. Recuérdese que en general, las actuaciones de los particulares ante las entidades públicas, están regidas por el principio de la buena fe y más en este caso especial en donde se busca el amparo constitucional. Además, frente al silencio del accionado, se presume que la petición se hizo en la forma como lo narró el interesado.  

Por tanto, el término para resolver el derecho de petición en interés particular, venció el quince de septiembre de este año y el accionado guardó silencio, sin que hubiera una justa causa dada a conocer con antelación al interesado.

En consecuencia, se tutelará el derecho de petición que le ha violado el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL al señor HUMBERTO EMILIO ZAPATA MARULANDA, ordenándole al representante legal que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, le resuelva la solicitud que le formuló el día veinticinco de agosto del dos mil nueve, en la que pidió que se le reconociera una bonificación en cuantía de diez millones de pesos ($10.000.000.00), por haber prestado el servicio militar en el batallón de Puente Aranda, desde el año 1968 hasta 1970.
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONCEDE la acción de tutela promovida por HUMBERTO EMILIO ZAPATA MARULANDA en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.

En consecuencia, se le ORDENA a la entidad accionada, a través de su representante legal que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir del momento en que se le notifique este fallo, le resuelva la petición que le formuló el día veinticinco de agosto del dos mil nueve, en la que pidió que se le reconociera una bonificación en cuantía de diez millones de pesos ($10.000.000.00), por haber prestado el servicio militar en el batallón de Puente Aranda, desde el año 1968 hasta 1970.

2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López 
� Sent. T-026 Enero 25 de 1999.  M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.
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